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LA CIUDADANÍA EUROPEA COMO 
PRESUPUESTO DE LA CARTA DE 
DERECHOS FUNDAMENTALES 
Jesús. P. Rodríguez 
Debo comenzar señalando que la noción de ciudadanía euro-
pea que voy a utilizar en este trabajo, se corresponde plenamente 
con la de aquellos europeístas que consideran que debemos em-
plear los mismos cánones que nos sirven para definir la ciuda-
danía en cualquier Estado democrático europeo y, por lo tanto, 
"reviste mayor amplitud que la simple reducción al contenido del 
derecho de sufragio; es más, la ciudadanía europea ni siquiera 
puede reconducirse al conjunto de los clásicos derechos cívico-
políticos, puesto que con ello también se opera a un concepto res-
tringido de ciudadano"l. Ciudadanía europea y derechos funda-
mentales forman un binomio inseparable, desde mi punto de 
vista, por lo que la conceptualización que comenzó a utilizarse 
desde el Tratado de Unión Europea de 1992 y vinculada casi 
exclusivamente al derecho de sufragio en elecciones europeas, 
sólo podemos aceptarla provisionalmente, no en balde su naci-
miento estuvo condicionado por el emparejamiento con otro nue-
vo concepto político, que es el de Unión Europea. Ambos con-
ceptos, que hoy podemos considerar restrictivos, intentan ser 
1. JIMENA QUESADA, "La ciudadanía europea y el derecho de sufragio", 
en Los derechos en Europa, Gómez Sánchez (coordinadora), Madrid, UNED, 
1997, p. 273. 
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superados por la Carta de Derechos Fundamentales para la Unión 
Europea, que abre el camino que puede conducir a una Consti-
tución Europea (Unión Política, pues). 
En el ámbito europeo no faltan voces que objetan ¿qué tiene 
que ver la Unión Europea, antes Comunidad Europea y antes Co-
munidades Europeas, con los derechos humanos?, ¿acaso es com-
petencia suya?2: la Unión Europea sólo tendría competencias 
sobre ciertas materias "atribuidas", tales como la agricultura, la 
pesca o el régimen de libre competencia, y debería respetar y 
salvar cualquier otra esfera que no le perteneciera, como la segu-
ridad ciudadana o incluso los derechos humanos. 
Pero esta perspectiva antieuropeísta es completamente errónea, 
ya que si consideramos que la Comunidad Europea crea y emite 
Derecho, obviamente, ese "Derecho" deberá obedecer a la consi-
deración general de lo que es Derecho en una sociedad demo-
crática. Y ésta pasa indefectiblemente por los derechos humanos. 
El Poder es el hecho fundante básico del Derecho que, en la 
medida en que es democrático, inocula en ese concreto Derecho 
Valores y Principios, que vinculan a los órganos de producción 
normativa, que dictarán normas justas. Sin embargo, no conviene 
olvidar que este sencillo esquema no siempre se ajusta a la 
realidad. La Unión Europea es una buena muestra de ello pues, en 
ocasiones, la excepcionalidad a este esquema puede sobre él, 
desfigurándolo, de tal manera que no se realiza Derecho justo 
(dentro del cual los derechos fundamentales suponen el ingre-
diente mayor). Esto no es una pura ficción, pensemos que en el 
ámbito de la legalidad republicana española el régimen era for-
2. Representa la negación de cualquier subjetividad internacional fuera de 
la de los Estados y, consecuentemente, que no habría más Derecho que el de 
los Estados. Pero, ¿cabe el otorgamiento del título de Derecho sin inclusión 
y defensa de los derechos humanos?, ¿podemos, hoy, dirimir conflictos sin 
la activa participación de las Organizaciones Internacionales de mediación?, 
¿cómo podemos defender los derechos humanos frente a Estados que los vio-
lan, sino mediante la acción concertada de países democráticos dotados de 
estructuras internacionales comunes? 
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malmente democrático, pero materialmente no se realizaba siem-
pre el esquema. El prof. Lacasta-Zabalza nos habla de esta 
disociación entre "ley" y "realidad"3: "La Ley de Defensa de la 
República es un monumento al desprecio por las garantías jurí-
dicas, los actuales derechos fundamentales y es la incrustación 
persistente de la 'excepcionalidad' ... ". 
El Derecho, pues, a través del poder político, asume una 
determinada moralidad, "la moralidad pública de la modernidad, 
que es la .de la libertad, la igualdad, la solidaridad y la seguridad 
jurídica... Así, los derechos fundamentales, como desarrollo de 
esos valores, son la vertiente subjetiva central de la moralidad 
pública para alcanzar ese objetivo"4. La realización de estos 
valores en la ley y en la realidad, determinan un sistema de 
normalidad democrática y, necesariamente, se plasmarán en de-
rechos fundamentales. Ambos, Valores Superiores y derechos 
fundamentales, representan los principios fundamentadores que, 
junto con las reglas, conforman el conjunto de normas que 
llamamos Derech05. 
Los derechos fundamentales constituyen, pues, elnúc1eo 
central de la moralidad legalizada en la norma fundante básica y 
en los principios en que se plasman. Ello implica, que la norma 
de identificación de normas no debería aceptar como jurídicas 
(como Derecho . del Ordenamiento) a normas del sistema y, espe-
cialmente, de subsistemas, opuestas o contradictorias con dichos 
derechos fundamentales. 
3., Se refiere al triste continuismo de los modos de gobierno de la Restau-
ración -militarismo, excepcionalidad, etc.- durante la República, materiali-
zados, entre otros, en Azaña, Y, como él aclara, especialmente con Franco. 
Vid. España uniforme, Pamplona, Pamiela 1998, p. 31. Esperemos que esto no 
ocurra en la Unión Europea, pero no soplan vientos muy favorables a la insti-
tucionalización "normal" de la legalidad de los derechos humanos. 
4, PECES-BARBA, Derecho y derechos fundamentales, Madrid, C.E.C., 
1993, p. 15. 
5. Vid. en este sentido, el excelente libro de Luis PRIETO, Ley, Principios, 
Derechos, Madrid, Dykinson, 1998, especialmente pp. 47 Y ss. 
48 JESÚS P. RODRÍGUEZ 
Si hablamos no de cualquier Derecho, sino del propio de un 
Estado de Derecho, más exactamente, de Estados democráticos de 
Derecho, la respuesta es radicalmente distinta. Si no se protegen 
los derechos fundamentales, ese Ordenamiento no es democrá-
tico, ni su Derecho justo. Consideración no gratuita, sino inamo-
vible en el pensamiento político contemporáneo, en especial en el 
seno de las avanzadas -al menos supuestamente- sociedades 
europeas occidentales. Esta observación creo que es suficiente-
mente justificativa. No es necesario entrar, por ahora, en si el 
Derecho comunitario debe ser o no dictado por representantes 
directos de los ciudadanos europeos, es decir, el problema de la 
legitimación y el poder del Parlamento Europeo y su capacidad 
legislativa frente al Consejo. A efectos conceptuales, el problema 
se resuelve diciendo que el Derecho Comunitario -sea cual fuere 
el órgano que 10 dicte- para ser Derecho justo, debe respetar -y 
por lo tanto, recoger-los derechos fundamentales. 
EVOLUCIÓN POLÍTICO-JURÍDICA DE LA UNIÓN EUROPEA y SU 
INCIDENCIA EN MATERIA DE DERECHOS FUNDAMENTALES 
La añoranza de resucitar la "Res Publica Christiana" quizá sea 
tan antigua como su pérdida6, pero sólo con el tránsito a la 
modernidad podemos encontrar proyectos en orden a constituir 
formas más o menos elaboradas de Unión europea. Estoy de 
acuerdo con Rubio Carracedo en que el primero que se concretó 
fue el del abate Saint-Pierre, proyecto federalista titulado Pro jet 
de paix perpétuelle de 17137, siendo uno de los que más han 
6. Para Truyol Serra el paso a una pluralidad de Estados soberanos se pro-
duce manteniendo el sentimiento de unidad, vid. "De la Cristiandad a Europa" 
en La Integración Europea. Idea y Realidad, Madrid, Tecnos, 1972, pp. 14 Y 
ss. especialmente. 
7. Introducción a Jean-Jacques ROUSSEAU, "Resumen y Juicio del Pro-
yecto de Paz Perpétua del abate de Saint-Pierre", Introducción, traducción y 
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influido en el pensamiento posterior. Podemos a partir de él citar 
otros nombres de pensadores, cuya preocupación sobre el tema 
nos muestra que nos encontramos ante una cuestión capital de 
la Europa moderna8: el "Resumen" de Rousseau (1758)9, Kant, 
Saint-Simon, o más recientemente Demangeon (1920), 
Coudenhove-Kalergi (1923), Brugmans (1920), Herriot (1925) o 
el proyecto de Unión Federal europea de Aristides Briand, Mi-
nistro francés de Asuntos Exteriores, presentado en el marco de la 
Sociedad de Naciones 10 . . 
Pero es tras la le Guerra Mundial cuando se produce en Euro-
pa una auténtica conmoción por las atrocidades vividas en el 
suelo continental, así como por la pérdida de su pasada influencia 
en el mundo. Los nuevos gobiernos de los países derrotados, de 
orientación ya democrática, junto a los vencedores, están de 
acuerdo en que la solución para hacer progresar a sus países, así 
como para evitar nuevas conflagraciones pasa, indefectiblemente, 
por la defensa de los derechos humanos, así como por iniciar 
lazos de unión política, económica, social, cultural, etc. Este 
entrelazamiento de intereses, junto con el progreso económico y 
la paz social, generarán por sí solos la estabilidad en Europall . El 
Consejo de Europa es una buena muestra de ello, se apoya en el 
triple pilar de defensa y respeto de los derechos fundamentales, 
Estado democrático y separación de poderes12. 
notas de José Rubio Carracedo, recogido en Philosophica Malacitana, vol. VI, 
1993, p. 173. 
8. Vid. junto al libro ya citado de Truyol, MEDINA ORTEGA, "El desa-
rrollo de la idea europea. De Carlomagno a la Comunidad Europea", en Sis-
tema, núm. 86-87, Monográfico sobre España-Europa, noviembre de 1988, 
p.48. 
9. Vid. la Introducción de Rubio Carracedo cit. 
10. Vid. Manuel MEDINA, El desarrollo de la idea europea, op. cit. p. 50. 
11. Este pensamiento dominará las sesiones del Congreso de Europa 
(1948), en el que participaron ilustres españoles, como Salvador de Madariaga. 
12. El Consejo de Europa ha promovido multitud de tratados en el ámbito 
europeo, todos en orden al avance en la defensa de los derechos de las personas 
y de la profundización de la democracia. 
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La enorme labor del Consejo de Europa quedará, sin embargo, 
"encasillada", por decirlo de alguna manera, "enclaustrada" en 
esa institución. Habrá en Europa otros organismos, con otros fi-
nes, con otras competencias ... OTAN, EFTA, UEO, OCDE, etc ... 
No produciéndose entre ellos trasvase de Derecho. Serían com-
partimentos estancos. Sólo en épocas muy recientes y tras el 
conflicto de Kosovo, se está produciendo una mayor interrelación 
(me estoy refiriendo a OTAN, CSCE y la Unión Europea). 
Estos organismos, por otra parte, producen Derecho, pero éste 
no logra traspasar la línea que separa los Estados, de sus nacio-
nales, no llega directamente al pueblol3. No se percatan directa-
mente los ciudadanos, no les afecta en sus derechos subjetivos 
más directos e inmediatos o, al menos, así lo sienten ellos. 
Sin embargo, de otra Organización sí perciben nítidamente su 
Derecho, pues está dotado de una especial capacidad de penetra-
ción intemal4. Traspasa las fronteras con toda facilidad para crear 
directamente, en primera persona, derechos y deberes a los par-
ticulares. Me estoy refiriendo a la Unión Europea, que hasta no 
hace mucho era conocida (impropiamente) como Comunidad 
Económica Europea (CEE). La CEE no tendría, pues, por qué 
preocuparse de temas tales como los derechos fundamentales y 
libertades públicas. Esto quedaba para los Estados miembros. 
Como en otras ocasiones, la economía y sus leyes, aparecían 
alejadas de ese mundo pseudoiusfilosófico de los derechos hu-
manos l5. La libertad económica encamaba además, por supuesto, 
la máxima libertad, por lo que no habría motivo de queja. 
Las. leyes de la economía se presentaban, quizá interesada-
mente, asépticas de ciertos entendimientos axiológicos. Y así te.., 
nemos que esperar a la conocida Sentencia Stauder de 12 de 
13. Con ello queremos decir, también, que necesitan ser "aplicados" por 
leyes nacionales, o ser "publicados oficialmente" (art. 96 CE Y 1,5 CC) en 
Boletines Oficiales internos para conseguir efectividad social. 
14. Basta con su publicación en el Diario Oficial de la Unión (DOCE). 
15. ¿Representaba quizás, la resurrección de los fisiócratas, o de Malthus'! 
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noviembre de 1969 para que el Tribunal de Justicia admita, en 
cierta forma, que la economía y el Derecho de las Comunidades, 
no puede estar al margen de los derechos fundamentales l6. Atrás 
quedaron otros recursos rechazados, bien ante los órganos de las 
Comunidades Europeas con capacidad decisoria o bien ante el 
propio Tribunal. Pero esta sentencia, que no es del todo satis-
factoria 17, no será más que el principio de una larga y no todavía 
culminada lucha. En ella el Tribunal se reconoce como garante, 
todavía de manera incipiente, de los derechos fundamentales, los 
cuales, reconocía, formaban parte de los Principios Generales del 
Derecho Comunitario. 
¿Pero el reconocimiento de los derechos fundamentales en las 
Comunidades Europeas fue sólo obra del Tribunal? La mayor 
parte de los autores así lo creen. Se debe a que los Tratados cons-
tituyentes no recogen ninguna sección o capítulo específicamente 
dedicado a reconocer estos derechos. Sólo incidentalmente, como 
no podía ser de otra manera, recogen derechos de naturaleza 
económica. 
Decía que esta falta de reconocimiento ha sido vista como 
normal, habida cuenta de que en el ámbito europeo ya existía la 
Convención de Roma de 1950, de Salvaguardia de los derechos 
fundamentales y libertades públicas. Luego, al estar ya protegidos 
suficientemente en Europa los derechos, ¿por qué una nueva iba 
a reiterarlos? Pero el probléma no es si en Europa estaban ya 
protegidos los derechos humanos, el problema es si queremos 
permitir que exista un Derecho, cualquier Derecho, que obligue, 
16. Supuso una corrección importante a quienes mantenían postulados 
librecambistas insolidarios. 
17. Este asunto, el 29/69, consistía fundamentalmente en una reclamación 
de un súbdito alemán que consideraba lesivo a su derecho a la intimidad y 
dignidad el identificarse con sus nombre y apellidos como beneficiario de sub-
sidios alimenticios. Exactamente se impugnaba una decisión de la Comisión de 
las CC.EE. que estableCÍa tal norma para la adquisición de mantequilla a pre-
cios sociales, y se consideraba incompatible, además, con la Ley Fundamental 
de Bonn. 
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que vincule a los particulares, al margen de los derechos funda-
mentales, al menos en sociedades democráticas. 
Pues bien, en los Tratados constitutivos encontramos escasa-
mente dos líneas de derechos fundamentales: no discriminación y 
libertades económicas18; y destacamos los siguientes, en clasifi-
cación siempre discutible: 
A) No discriminación: 
1.- Por razón de la nacionalidad: arts. 7; 36; 48, 2; 67, 1 Y 
68,2. 
2.- Por razón del sexo: arto 119. 
3.- Entre productores y consumidores: arto 40. 
B) Libertades económicas: 
1.- Derecho al empleo, a la protección y a la formación: 
arts. 3; 118 Y 123. 
2.- Libre circulación de trabajadores: art 48,2. 
3.- Libre establecimiento: arto 52. 
4.- Libre prestación de servicios: arto 67. 
5.- Secreto profesional y empresarial: arto 214. 
6.- Propiedad y propiedad industrial: arts. 36 y arto 222. 
7.- Asociación sindical y negociación colectiva: arto 118 . . 
¿Son estos verdaderamente derechos, y más exactamente, de 
aquellos que consideramos fundamentales? Pues sí, pero poco 
efectivos. En primer lugar, porque no son más que enunciación 
incidental e instrumental de un fin de progreso económico que se 
configura como más importante y al que éstos acompañan. En 
segundo lugar, porque la propia CEE era dudosamente una ver-
dadera comunidad económica. Desde luego no era un mercado 
común, como también era conocida. En tercer lugar, las Comu-
18. De esas líneas, unidas a una serie de valores, se derivará el desarrollo 
posterior. 
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nidades realmente no estaban obligadas a garantizar esos dere-
chos, sino a promoverlos. 
En definitiva, no había catálogo ni en los tratados consti-
tutivos, ni en las sucesivas modificaciones a los tratados que se 
sucedieron, aunque ocasiones no faltaron, ni propuestas t~mpoco. 
La más significativa fue el proyecto de Tratado de Unión Europea 
de A. Spinelli, de 14 de febrero de 1984. 
La Unión se apoyaría, como decía su Preámbulo, en "la adhe-
sión a los principios de la democracia pluralista, del respeto de 
los derechos humanos y de la preeminencia del Derecho" y su 
articulado, igualmente recogía el reconocimiento de la dignidad 
humana, junto a la enumeración de otros principios y derechos, 
así como medios de garantía. 
Este proyecto fracasó, pero es verdad que tuvo una impor-
tancia fundamental en el desarrollo posterior. Creo que fue un 
hito importante, al menos en el aspecto de detonante para salir de 
un cierto estancamiento, a una situación de avance en el proceso 
integrador. Y sin duda, los procesos integradores llevan apare-
jados, como acompañante inseparable; el avance en materia de 
derechos fundamentales, especialmente en el ámbito de los de la 
tercera generación. 
Será el Acta Única Europea (AUE), en su Preámbulo, el que 
destaque la importancia de la democracia y el respeto a los de-
rechos fundamentales, dentro de la Comunidad (diciembre de 
1986): "Decididos a promover conjuntamente la democracia, 
basándose en los derechos fundamentales reconocidos en las 
Constituciones y leyes de los Estados miembros, en el Convenio 
Europeo para la Protección de los Derechos Humanos y de las 
Libertades Fundamentales y en la Carta Social Europea, en 
particular la libertad, la igualdad y la justicia social,", a lo que 
añadirá: "Conscientes de la responsabilidad que incumbe a 
Europa... de defender muy especialmente los principios de la 
democracia y el respeto del derecho y de los derechos humanos 
que reafirman ... ". 
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Los acontecimientos se sucedieron rápidamente, porque dos 
años después se aprueba la Declaración de Derechos, verdadero 
embrión de los acontecimientos posteriores. 
RESOLUCIÓN DEL PARLAMENTO EUROPEO POR LA QUE SE 
APRUEBA LA DECLARACIÓN DE DERECHOS Y LIBERTADES FUN-
DAMENTALES, DE 16 DE MAYO DE 1989 
Este importante documento está en la base de la actual Carta 
de Derechos Fundamentales y, por ende, de la construcción de la 
Unión Europea y expresa la firme interrelación existente entre 
ella y los derechos fundamentales. Además supone el reconoci-
miento de que la "legitimidad comunitaria" deviene del respeto a 
los derechos fundamentales 19, siendo necesario su reconoci-
miento explícito antes de proseguir en la consecución de ~ayores 
cotas de integración20. 
A nuestros efectos es de reseñar que, en su Preámbulo, esta-
blece que "resultarían inadmisibles las medidas incompatibles 
con los derechos fundamentales, y recordando que estos derechos 
emanan al mismo tiempo de los Tratados constitutivos de las Co-
munidades Europeas, de las tradiciones constitucionales comunes 
de los Estados miembros, del Convenio Europeo para la Protec-
ción de los Derechos Humanos y de las Libertades Fundamen-
tales y de los instrumentos internacionales en vigor y que son 
desarrollados por la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de las 
Comunidades Europeas"21. Por desgracia, dado que esta Resolu-
19. La letra B) del Preámbulo dirá: "Considerando que el respeto de los 
derechos fundamentales constituye la condición indispensable de la legitimidad 
comunitaria" . 
20. Letra 1): "Considerando que la realización del mercado único, previsto 
para 1993, hace más urgente la aprobación de la Declaración de los derechos y 
libertades garantizados en y por el Derecho comunitario". 
21. Después de reconocer la inviolabilidad de la -dignidad humana y el 
derecho a la vida (arts. l° y 2°), establece los siguientes derechos, en redacción 
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ción ho forma parte del denominado Derecho Comunitario, es-
tamos sólo ante una mera declaración de buenas intenciones. 
PROTECCIÓN JURISDICCIONAL Y PRINCIPIOS COMUNITARIOS 
A la vista de lo planteado hasta ahora, puede deducirse que 
respecto a los Tratados constitutivos, podemos considerar prote-
gidos ciertos derechos de naturaleza económica y social básica-
mente, pero no individuales, civiles y políticos. 
Sin embargo, gracias a la creación judicial del Derecho, a la 
acción del Tribunal, a su jurisprudencia, apoyándose en los Prin-
cipios comunitarios, podemos incluir a ciertos derechos de esta 
última naturaleza, dentro del acervo comunitario. 
Pero el Tribunal de Justicia de las Comunidades Europeas no 
actuó uniformemente desde el primer momento, sino que po-
demos comprobar la existencia de dos etapas: antes de la Sen-
tencia dictada en el caso Stauder y después de la misma22. 
excesivamente vaga y difusa: igualdad ante la ley, libertad de pensamiento, de 
opinión e información, intimidad, protección de la familia, de propiedad, liber-
tades de movimiento, reunión, asociación, de ejercicio profesional, condiciones 
de trabajo justas, sindicales, protección social, derecho a la educación, políticos 
de sufragio, de rectificación, de acceso a la Justicia, non bis in idem, irre-
troactividad de las sanciones, petición, al medio ambiente y su protección, y 
abolición de la pena de muerte. 
22. Este criterio mayoritario es seguido por CHUECA, en Los derechos 
fundamentales en la Unión Europea, Barcelona, Bosch, 1999, p. 87. En 
realidad supone una segunda edición de la versión Los derechos fundamentales 
en la Comunidad Europea. Barcelona, Bosch, 1989, donde sostuvo la exis-
tencia de tres etapas, p. 81. DAUSES, Manfred, en "La protección de los de-
rechos fundamentales en el Orden Jurídico comunitario", Gaceta Jurídica de la 
c.E.E., n° 96, julio, D-14, pp. 355 Y ss. Trad. de E. Vallejo y 1. J. Martínez; 
ROBLES MORCHÓN, Los derechos fundamentales en la Comunidad Europea, 
Madrid, Ceura, 1988, este texto del catedrático de Filosofía del Derecho está en 
la base de este trabajo, siendo además determinante de mi primera preocupa-
ción por este tema. 
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Por supuesto nos centraremos en la segunda, precedente de la 
nueva etapa que se abre con el Tratado de la Unión Europea 
(1993). Dentro de cada etapa podemos observar una progresión 
lineal en favor de la protección de los derechos fundamentales. 
No abundan los zig-zag o las "vueltas atrás". Esta materia es todo 
un ejemplo de la célebre política de las "realizaciones concretas", 
que preside el avance hacia la integración europea. 
PRIMERA ETAPA, HASTA MEDIADA LA DÉCADA DE LOS SETENTA. 
La sentencia más conocida es la del asunto Stork (1959). En 
ella un grupo de empresas alemanas impugnan una Decisión de la 
Alta Autoridad de la CECA, por considerar que "este órgano no 
ha respetado ciertos derechos fundamentales que están protegidos 
en casi todas las constituciones de los Estados miembros y que 
vienen a limitar la aplicación del Tratado. Ello es así sobretodo 
respecto a los arts. 2 y 12 de la Ley Fundamental de la República 
Federal que conceden a cada ciudadano el derecho inviolable de 
desarrollar libremente su capacidad y de ejercer su profesión sin 
trabas", lo que es comentado por Chueca diciendo que: "Esta 
argumentación (que no puede ser calificada como oscura o ge-
neral) situaba los derechos fundamentales por encima de las 
normas insertas en los tratados, ya que aquéllos "vienen a limitar 
la aplicación del Tratado"; el riesgo de una "reestatalización" de 
lo ya comunitarizado se hacía así patente"23. El Tribunal no quiso 
entrar en los argumentos de fondo, simplemente se limitó a fallar 
diciendo que: "La Alta Autoridad no está llamada a aplicar más 
que el Derecho de la Comunidad; que no es competente para 
aplicar el Derecho interno de los Estados miembros". Respuesta 
muy poco satisfactoria que se repitió en otras demandas similares. 
Estos son, precisamente, los argumentos que queremos rechazar 
23. Ibidem, p. 83. De él voy a tomar los textos de las Sentencias recogidas. 
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con firmeza, por considerarlos inaceptabl~s de todo punto en una 
sociedad democrática. Un Tribunal con competencia en todo el 
territorio comunitario, y en cada uno de los países democráticos 
que lo integran, no puede "lavarse las manos" cuando se invocan 
derechos fundamentales. 
Debemos citar otra conocida sentencia, la S. Comptoirs de 
Vente24, o "segundo" caso Nold (1960), donde esta empresa 
igualmente invoca los artículos de la Ley Fundamental de Bonn 
3° (principio de igualdad), 12° (libre ejercicio del comercio y de 
la industria) y 14° (expropiación mediante indemnización). Es 
especialmente importante porque en este caso el Abogado Ge-
neral Lagrange considera que existen unas "reglas" comunes a los 
seis países comunitarios que no pueden ser ignorados por el 
Tribunal, que debe aplicarlas. Por supuesto, su argumentación 
se irá depurando posteriormente, en sucesivas sentencias: "No 
corresponde al Tribunal ... aplicar, al menos directamente, las nor-
mas de derecho interno, incluso constitucionales, en vigor en uno 
u otro de los Estados miembros (sentencia Stork, 4 de febrero de 
1959). Aquél puede únicamente inspirarse eventualmente para ver 
en ellas la expresión de un principio general del Derecho sus-
ceptible de ser tomado en consideración en la aplicación del 
tratado". 
La última sentencia de este período que quiero comentar es la 
X Comisión de control de las Comunidades Europeas25: en ella 
un funcionario comunitario, sancionado disciplinariamente sin 
haber sido oido, recurre invocando la vulneración de un principio 
general de defensa, recogido por otra parte, en la Convención de 
Roma de 1950. El Tribunal vuelve a rechazar defender un 
24. Affaíres n° 36, 37, 38-59 et 40-59. Recueil de jurisprudence de la 
Cour, Vol 6, Il, Services des publications des Communautes Européennes. 
Luxembourg, 1960. 
25. Affaires n° 12-68. Recueil de jurisprudence de la Cour, vol XV, Ser-
vices des publications des Communautes Européennes. Luxembourg, 1969, 
pp. 109 Y ss. 
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derecho humano incontrovertible, de manera incomprensible, 
pues si bien no estaba expresamente reconocido en el Derecho 
Comunitario, sí forma parte del derecho de defensa en su enten-
dimiento común. La sentencia (de 7 de mayo de 1969) lo re-
chazará alegando que "semejante vía de derecho no está prevista 
en el estatuto que ha asegurado la protección judicial de los fun-
cionarios, en materia disciplinaria, mediante el establecimiento de 
un recurso ante el Tribunal de Justicia ... Que no existe, por otra 
parte, ningún principio general del Derecho del cual sería posible 
deducir la existencia de la vía de recurso a la cual el demandante 
se refiere ... ". 
El prof. Chueca, refiriéndose a la era pre-Stauder, estima que 
esta actitud del Tribunal "puede admitirse si se cuenta con el 
hecho de que el Tribunal se dedica en ese período a sentar las 
bases del ordenamiento comunitario, procurando la primacía so-
bre los ordenamientos internos y buscando siempre la aplicación 
uniforme del primero"26. 
GIRO JURISPRUDENCIAL EN LA DÉCADA DE LOS SETENTA 
Esta etapa se caracteriza porque el Tribunal acude a cuatro 
fuentes que hasta ese momento ignoró: 10 . los principios del 
Derecho Comunitario, 20 las tradiciones culturales y jurídicas de 
los Estados miembros, 30 el Convenio de Roma y otros tratados 
internacionales suscritos en el ámbito del Consejo de Europa, y 40 
otros Tratados internacionales de aplicación en los que sean parte 
los Estados miembros. Debo aclarar que no necesariamente por 
este orden, sin prevalencias jerárquicas entre ellos. 
Ya expuse que la primera sentencia propia de este período, 
según la mayor parte de la doctrina, es la Stauder. Particular-
mente no lo creo adecuado, ya que el Tribunal no resuelve el 
26. Op. Cit. pp. 91 Y 92. 
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litigio planteado de modo satisfactorio para el derecho funda-
mental conculcado, ya que estima "que ... la disposición litigiosa 
no revela ningún elemento susceptible de poner en cuestión los 
derechos fundamentales de la persona ... ". Pero continua con una 
puntualización novedosa y, lo que es más importante, será un 
precedente para resoluciones futuras, así, por primera vez, añade: 
" ... comprendidos en los principios generales del derecho comu-
nitario, cuyo respeto el Tribunal asegura ... ". También es nove-
dosa la argumentación del Abogado General Roemer que admitía 
que el Derecho Comunitario no podía aplicarse ignorante e irres-
petuoso del Derecho nacional. 
Meses después en la S. Internationale Handelsgesellschaft27 el 
Tribunal tiene ocasión de consolidar el cambio jurisprudencial. El 
asunto nace de la demanda presentada por la mencionada em-
presa, que consideraba contrario a la Ley Fundamental de Bonn28 
a un Reglamento comunitario que establecía la obligatoriedad de 
prestar caución previa para la concesión de licencias a la expor-
tación de productos agrícolas. La caución se perdería de no 
realizar la exportación en el tiempo concedido. Si bien el Tribunal 
reiteró que no era competente para aplicar derecho interno, ni era 
admisible que éste derogase Derecho comunitario, en el texto de 
la Sentencia dirá: "Considerando que conviene revisar si ha sido 
desconocida alguna garantía ... inherente al derecho comunitario .. . 
Que en efecto el respeto de los derechos fundamentales forma 
parte integrante de los principios generales del derecho cuyo 
respeto el Tribunal de Justicia asegura; que la salvaguarda de 
estos derechos, aun inspirándose en las tradiciones constitu-
cionales comunes a los Estados miembros, debe ser asegurada en 
el marco de la estructura y de los objetivos de la Comunidad ... ". 
27. Arret de la Cour du 18-juin-1970. Affaire 72-69, Recueil de juris-
prudence de la Cour, vol XVI, Services des publications des Communautes 
Européennes. Luxembourg, 1970, pp. 427 Y ss. 
28. Arts. 2,1 y 14: libertad de 'acción y de disposición, libertad económica 
y de proporcionalidad (igualdad) en las cargas. 
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Pero para encontrar unas mejores y más claras puntualiza-
ciones en este lento progreso, debemos esperar a 1974, al "tercer" 
caso Nold29. En esta ocasión impugnaba una Decisión que con-
sideraba comerciante al por mayor, en el sector carbonífero, a 
quien adquiriese más de 6000 toneladas anuales. Las consecuen-
cias de ello, eran consideradas por la demandante como contrarias 
al derecho de propiedad y sobretodo al de libre ejercicio profe-
sional. Ambos derechos estaban reconocidos no sólo en la Ley 
Fundamental alemana, sino también en las Constituciones de los 
demás Estados miembros, en la Convención de Roma de 1950 y 
su Protocolo núm. 1, Y otros instrumentos internacionales. 
La Sentencia supone, de nuevo, un avance, pues no sólo con-
solida jurisprudencia anterior30, sino que añade que: "Los ins-
trumentos internacionales relativos a la Protección de los dere-
chos humanos a los cuales los Estados miembros han cooperado 
o se han adherido pueden igualmente aportar indicaciones que 
conviene tener en cuenta en el marco del derecho comunitario". 
Algunos autores han visto en esta sentencia la necesidad de ins-
pirarse por parte del Tribunal, en primer lugar, en las tradiciones 
culturales comunes. Sólo después podrá acudir al Derecho Inter-
nacional de los derechos humanos. Criterio jerárquico que tanto 
López Garrid031 , como Chueca32, sostienen y que no comparto, 
29. Arret de la Cour du 16-V-1974. Affaire 4-73, Recueil de jurisprudence 
de la Cour, premiere partie, Services des publications des Communautes Euro-
péennes. Luxembourg, 1974, pp. 491 Y ss. 
30. "Considerando que, como el Tribunal ya lo ha afirmado, los derechos 
fundamentales forman parte integrante de los principios generales del derecho 
cuyo respeto él asegura; que, al asegurar la salvaguarda de estos derechos, el 
Tribunal está obligado a inspirarse en las tradiciones constitucionales comunes 
a los Estados miembros y no puede, por ello, admitir medidas incompatibles 
con los derechos reconocidos y garantizados por las Constituciones de los 
Estados". El texto de esta sentencia, así como de las anteriores, la tomo de 
Chueca Sancho. 
31. LÓPEZ GARRIDO, Diego, Libertades económicas y derechos funda-
mentales en el sistema comunitario europeo, Madrid, Tecnos, 1986, p. 129. 
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pues veo en ello referencias exclusivas a ese controvertido caso, 
que variarán en circunstancias distintas. 
Posteriormente, es especialmente relevante la sentencia Hauer 
que reafirmará los anteriores logros. Se impugnaba la prohibición 
de plantar nuevas vides, que los recurrentes consideraban incom-
patible con el derecho de propiedad y la libertad profesional. 
Según Daus~s, esta sentencia sobrepasó los estadios anteriores, 
pues "resaltó todavía más claramente que antes, la relación exis-
tente entre la protección comunitaria de los derechos fundamen-
tales y las garantías de los derechos fundamentales que figuran en 
las constituciones de los Estados miembros. De este modo sub-
rayó que "no (podría admitir) ... medidas incompatibles con los 
derechos fundamentales reconocidos y garantizados por las cons-
tituciones de los Estados"33. Esta sentencia ha sido continua-
mente citada como el precedente del equívoco siguiente: la 
jurisprudencia del Tribunal Europeo de Derechos Humanos sería 
fuente subsidiaria para la interpretación y aplicación de ciertos 
derechos fundamentales en el ámbito comunitario. Realmente no 
es así. De nuevo estoy de acuerdo con Dauses, cuando dice que el 
Tribunal le atribuyó una función de orientación, "pero sin reco-
nocer por ello estar directamente obligado por los mismos"34, 
pues el Tribunal expresamente estableció que "tendrá en cuenta", 
tanto ese Tratado, como otros de los que formen parte los Estados 
miembros. 
Respecto de las relaciones con el Convenio de Roma es más 
importante la Sentencia National Panasonic35, pues en ella aplica 
directamente el arto 8 del Convenio de 1950, alegado por la 
32. Los derechos fundamentales en la Comunidad Europea, ob. cit., 
p.105. 
33. La protección de los derechos fundamentales, op. cit., pp. 367 Y 368. 
34. Ibidem, p. 368. 
35. Arret de la Cour du 26-juin-1980. Affaire 136-79, Recueil de juris-
prudence de la Cour, vol 5, Services des publications des Communautes Euro-
péennes. Luxembourg, 1980, pp. 2033 v ss 
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empresa demandante. El citado artículo, parejo al arto 18 de 
nuestra Constitución, establece que "toda persona tiene derecho al 
respeto de su vida privada y familiar, de su domicilio y de su 
correspondencia". El recurso pretende la anulación de una Deci-
sión de la Comisión, concerniente a inspecciones in situ a 
empresas, con el fin de garantizar la libre competencia y el cum-
plimiento de otras normas comunitarias. Los hechos se suceden 
de la siguiente manera36: el 26 de junio de 1979, dos funcionarios 
de la Comisión, debidamente acreditados y comisionados, se 
personan, sin previo aviso, en la sede de la sociedad de derecho 
británico National Panasonic. Pese a que los directivos les piden 
que esperen a la llegada del abogado de la empresa, éstos res-
ponden que están autorizados a realizar la inspección de inme-
diato. El abogado se presentó tres horas después de comenzada la 
inspección. 
De esta sentencia (1980) es especialmente interesante que ya 
no se invoca el Derecho interno de los Estados, sino directamente 
los principios del Derecho comunitario, lo que es aceptado por el 
Tribunal37. Igualmente acepta la transposición de las garantías del 
arto 8 del Convenio de Roma de las personas físicas, a las jurí-
dicas. Y lo que es más importante: rechaza la demanda en base, 
precisamente, al arto 8, 2 del propio Convenio de Roma y en los 
límites que a esos derechos ahí se recogen. 
Como podemos ver, el sistema de protección de derechos 
fundamentales es de lenta y gradual construcción jurisprudencial, 
pero en su labor el Tribunal ha encontrado escollos, entre ellos, 
quizás el más importante, es el que se ha dado en llamar "la 
36. Tomado, el resumen, de ROBLES, Los derechos fundamentales en la 
Comunidad Europea, ob. cit. p. 81. 
37. Los derechos fundamentales "pertenecen a los principios generales del 
Derecho, cuyo respeto, conforme a las tradiciones constitucionales comunes de 
los Estados miembros así como a los instrumentos internacionales a los que 
éstos se han adherido o en los que han colaborado, el Tribunal garantiza", 
ibidem. p. 82. 
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rebelión de los tribunales nacionales". A ello vamos a hacer 
referencia a continuación. 
LA REBELIÓN DE LOS TRIBUNALES NACIONALES Y 2a ETAPA, 
1980 
El problema de fondo es bien sencillo: todas las Constitucio-
nes de lo~ Estados miembros reconocen derechos fundamentales, 
de tal manera que ante su posible vulneración, reaccionarán con 
todos los medios a su alcance, que son muchos. Es decir, las 
jurisdicciones nacionales son especialmente sensibles a la pro-
tección de los derechos fundamentales, cualquiera que sea su 
fuente de violación, esté o no investido de poder político, aunque 
represente, incluso, la voluntad popular, aunque sea una ley del 
Estado. 
Por ello, cuando se les somete una norma comunitaria, de obli-
gado cumplimiento para los particulares afectados y ésta, según 
los criterios hermenéuticos "estatales", pudiera ser lesiva para los 
derechos fundamentales, les resultó muy difícil aceptar su validez 
jurídica. Por ello se habla de "rebelión", pues cuestionaron todo 
el Derecho Comunitario, precisamente desde la óptica de los 
derechos fundamentales. No porque cumplieran o no los fines 
marcados a la Comunidad, sino porque para poder cumplirlos, 
pudieran allanar derechos fundamentales consagrados en el De-
recho interno. Por eso no transigirían. 
La postura italiana es clara en el caso Frontini (S. del Tribunal 
Constitucional de 27 de diciembre de 1973): "Es necesario recor-
dar que la competencia normativa de las instituciones de la CEE, 
prevista en el arto 189 del Tratado de Roma, se limita ... a aquellas 
para las cuales nuestra Constitución establece ciertamente la 
reserva legal o el reenvío a la ley ... Apenas si es preciso añadir 
que, sobre la base del arto 11 de la Constitución, las limitaciones 
de soberanía no han sido autorizadas más que para la consecución 
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de las finalidades que se indican en dicha norma; es necesario, 
pues, excluir que estas limitaciones, concretamente precisadas en 
el Tratado de Roma ... puedan de algún modo suponer, para las 
instituciones de la CEE, un poder inadmisible de violar los 
principios fundamentales de nuestro ordenamiento constitucional 
o los derechos inalienables de la persona humana. Es evidente 
que, si se debiera dar una interpretación tan aberrante al arto 189, 
la garantía del control jurisdiccional de este Tribunal sobre la 
compatibilidad constante del tratado con los principios funda-
mentales mencionados sería, en ese caso, siempre asegurada"38. 
De esta sentencia Chueca extrae la conclusión deque el Tribunal 
Constitucional italiano está en permanente alerta en la vigilancia 
de la aplicación del derecho comunitario en el sistema jurídico 
interno italiano y que esto es, precisamente, su obligación39. Creo 
que más bien se trata de un aviso a las Instituciones Comunitarias 
de que deben respetar los derechos fundamentales, al menos en 
un nivel próximo al interno, pues de lo contrario, podría revisarse 
la adecuación de la adhesión italiana a su propia Constitución. La 
consecuencia lejana sería, pues, la declaración de incompatibi-
lidad entre ambos sistemas jurídicos. Debe tenerse presente que 
en esa misma sentencia el Tribunal italiano se niega a valorar la 
constitucionalidad de normas comunitarias, para lo que no se 
reconoce competente. 
Más explícita es la Sentencia de 29 de mayo de 1974 del 
Tribunal Constitucional de la República Federal alemana (cono-
cida como "Solange I"), pues sí se considera competente para 
resolver litigios en materia de derechos fundamentales. Entendía 
que violaciones que afectasen a sus nacionales no podían quedar 
sin resolver por el sólo hecho (inaceptable para el Tribunal) de 
que no se prevén en el ámbito comunitario. Esta Sentencia cues-
tiona claramente la supremacía del Derecho comunitario sobre el 
38. Tomada de CHUECA, Los derechos fundamentales en la Comunidad 
Europea, ob. cit. p. 115. 
39. Ibidem, p. 116. 
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interno. El Tribunal alemán dice que la primacía comunitaria no 
la puede determinar unilateralmente el Tribunal de Justicia 
comunitario, sino que también debe reconocerlo así el Tribunal 
nacional. Y en materia de derechos fundamentales, también el 
Tribunal Constitucional alemán se niega a transigir. Así dice 
expresamente: "falta todavía, en particular, un catálogo codifi-
cado de los derechos fundamentales, cuyo contenido fuera tan 
probado y tan poco ambiguo para el futuro como el contenido de 
la Ley Fundamental y que permitiese desde ese momento 
determinar, en los términos de la comparación, si la norma en 
materia de derechos fundamentales consagrada por el derecho 
comunitario y obligatoria en el conjunto de la Comunidad corres-
pondía en toda su amplitud, bajo reserva de eventuales modifi-
caciones, a los tipos de los derechos fundamentales proclamados 
por la Ley Fundamental.. . Hasta que un estadio ulterior de la 
integración de la Comunidad no realice esta seguridad jurídica, 
que solamente la jurisprudencia del Tribunal de Justicia de las 
Comunidades no asegura ... ". Dada la fuerza jurídica de la citada 
Sentencia y su nula capacidad para reformar el Derecho 
Comunitario o vincular a otras instituciones, ya comunitarias, ya 
nacionales, debemos concluir que aquí sí encontramos el germen 
de una rebelión. 
La virtualidad de la Sentencia es sobretodo política. Su trans-
cendencia posterior también ha sido política. Ha pesado perma-
nentemente sobre la Comunidad y no ya sólo sobre el .famoso 
"déficit democrático" sino, lo que es más importante, ha con-
dicionado toda la evolución posterior del proceso integrador. ¿En 
qué aspectos?, pues precisamente en el que aquí nos afecta, en 
materia de derechos fundamentales. El Tribunal alemán exige un 
catálogo de derechos homologable con el contenido en la Ley 
Fundamental de Bonn, de lo contrario, no permitirá que el acto 
comunitario despliegue efectos jurídicos en el sistema jurídico 
alemán. En definitiva, no puede aceptarse la supremacía comu-
nitaria a costa de los derechos fundamentales. Pero esta postura, 
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abiertamente anticomunitaria, se ve subsanada por el propio Tri-
bunal alemán en posteriores sentencias. Quizás el motivo esencial 
que origina este cambio jurisprudencial sea la evolución comu-
nitaria en la materia, pero también, sin lugar a dudas, la propia 
inviabilidad de la decisión del Tribunal alemán. Así, posterior-
mente, en un célebre Auto de 25 de julio de 1979, se cuestiona 
seguir manteniendo la anterior postura en el futuro y en Auto 
de 13 de junio de 1981, aunque el asunto no versaba sobre el 
Derecho comunitario, sí que se refirió al mínimo exigible a una 
organización internacional en materia de derechos fundamentales 
respecto a alemanes, renunciando a la anterior exigencia del 
equivalente al de su Ley Fundamental: "Una alineación hasta 
tal extremo de la configuración jurídica de una organización 
interestatal con las disposiciones internas de un Estado miembro 
estaría en contradicción, en último término, con la 'opción cons-
titucional en favor de la cooperación internacional' manifestada 
en el arto 24, 1, de la Ley Fundamental; se impondría difícilmente 
a los otros Estados miembros y no pocas veces convertiría de 
facto a la República Federal de Alemania en 'incapaz de concluir 
acuerdos' en el ámbito de las organizaciones a las que se refiere 
el arto 24 .. . , el Tribunal... ha de cuidar de modo especial que se 
eviten o se subsanen en lo posible las violaciones del derecho 
internacional nacidas de la no observancia o de la aplicación 
incorrecta del derecho internacional por parte de los tribunales 
alemanes y que podrían originar la responsabilidad internacional 
de la República Federal de Alemania"40. He de decir que no me 
siento satisfecho por este giro, preferiría el mantenimiento de la 
tesis anterior, aunque significase la "incapacidad para concluir 
Tratados". Creo que si el Tratado supone violar derechos o man-
tener o consentir violaciones, éste no merece la pena. Soy favo-
rable a la exigencia de la "cláusula democrática" y que el Derecho 
40. Ibidem, p. 133. 
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Internacional contribuya a aliviar a la humanidad de la pesada 
carga de dictaduras y allanamientos a los derechos humanos. 
En cualquier caso, el cambio definitivo -y positivo- del Tri-
bunal germano se opera en la Sentencia de 22 de octubre de 1986 
en que reconoce expresamente que la evolución del Derecho 
comunitario, bien por vía jurisprudencial o declarativo, ofrece 
garantías suficientes en materia de derechos fundamentales: "Esta 
evolución permite afirmar que mientras las Comunidades Euro-
peas, sobre todo la jurisprudencia del Tribunal de Justicia, garan-
ticen de un modo general una protección eficaz de los derechos 
fundamentales contra el ejercicio de su propia soberanía, que 
pueda ser considerado en esencia como de igual nivel al de la 
protección inalienable de los derechos fundamentales que asegura 
la Ley Fundamental, y que garantice sobre todo en un plano 
general la sustancia de estos derechos, el Tribunal Constitucional 
no ejercerá s.u competencia en cuanto a la aplicabilidad del 
derecho comunitario derivado, invocado como base jurídica por 
las jurisdicciones y autoridades alemanas en la esfera de la sobe-
ranía de la República Federal de Alemania y no controlará pues 
ese derecho respecto a los derechos fundamentales en la Ley 
Fundamental"41. 
Si bien el prof. Baño León, que ha estudiado detenidamente la 
jurisprudencia alemana sobre la cuestión, entiende que "desde la 
perspectiva del derecho comunitario y de la jurisprudencia del 
TJCA la Sentencia del TCFA sigue chocando frontalmente tanto 
con el principio de primacía del derecho comunitario, como con 
el monopolio competencial del Tribunal de Luxemburgo para 
interpretarlo en última instancia. La primacía se acaba donde 
empieza el reconocimiento de una competencia al juez nacional 
para inaplicar el derecho comunitario; esto y no otra cosa es lo 
que sucede cuando se afirma la competencia del juez nacional 
41. En ibidem, p. 135. 
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para juzgar si existe una violación de los derechos fundamentales 
reconocidos en la Constitución"42. 
Debo destacar que en esa época es cuando se adquiere con-
ciencia de lo que el prof. Jimena Quesada ha denominado acerta-
damente, "la normativa comunitaria como sistema de fines", pues 
la vocación de integración en la Europa comunitaria, con la pre-
tensión de constituirse en un Estado federal "ha de poseer una 
estructura constitucional que asegure el respeto de los derechos 
fundamentales"43. 
En definitiva, la institucionalización de un sistema de derechos 
fundamentales en la Comunidad Europea, recibe un fuerte im-
pulso a finales de los años ochenta. A las reiteradas y progresivas 
sentencias desde 1969, se une la superación de la "rebelión" de 
los Tribunales estatales. El resto de las Instituciones comunitarias 
refuerzan y se unen a esta labor del Tribunal, calificada por 
muchos de "pretoriana". Así no puedo pasar por alto, entre otros 
documentos: 
1°._ La Declaración Común sobre los derechos humanos del 
Parlamento, el Consejo y la Comisión, de abril de 1977, que se 
inspira en el Convenio Europeo de 1950, y que en su apartado 2° 
establece que: "En el ejercicio de sus poderes y persiguiendo los 
objetivos de la Comunidad Europea, respetan y continuarán res.., 
. petando tales derechos". 
42. En "Los derechos fundamentales en la Comunidad Europea y la com-
petencia del juez nacional", Revista Española de Derecho Administrativo, núm. 
54, abril/junio, 1987, pp. 282 Y 283. Sobre esta misma Sentencia y sus reperc 
cusiones vid. RODRÍGUEZ IGLESIAS, Gil C. y WOLKER, Ulrich, "Derecho 
Comunitario, derechos fundamentales y control de constitucionalidad: la deci-
sión del Tribunal Constitucional Federal alemán de 22 de octubre de 1986", en 
Revista de Instituciones Europeas, 1987, vol. 14, núm. 3, pp. 667 Y ss., donde 
destaca la importancia de que el Tribunal alemán le reconozca como "juez 
legal" en el sentido de la Constitución alemana. 
43. En La Europa social y democrática de Derecho, Madrid, Dykinson, 
1997, p. 100. 
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2°._ Declaración del Consejo Europeo de Copenhague, de 
1978 sobre la democracia y los derechos humanos, imponiendo 
como requisito irrenunciable su defensa, para la pertenencia a las 
Comunidades. 
3°._ El conocido Memorándum de la Comisión sobre la Ad-
hesión de las Comunidades a la Convención Europea de Derechos 
Humanos, de abril de 197944, pretensión que no llegó a cuajar, en 
aras de una Declaración propia, que como sabemos corresponde a 
la ya citada Declaración de 1989 del Parlamento sobre derechos 
humanos, cuya virtualidad deja mucho que desear. Debemos 
añadir, por último, la Carta Comunitaria de derechos sociales 
fundamentales de los trabajadores, de diciembre de 1989. 
Sobre la Adhesión de la Unión Europea a la Convención Euro-
pea de Derechos Humanos, debo destacar que ésta no será la 
única Resolución, pues la favorable Propuesta de la Comisión ha 
sido acogida en innumerables Resoluciones y Declaraciones por 
el Parlamento Europeo, pero todas ellas chocaron con la negativa 
del Consej045. 
Sin embargo, del Consejo es especialmente relevante su Reso-
lución "Del Consejo y de los Estados miembros reunidos en el 
seno del Consejo sobre derechos humanos, democracia y desa-
rrollo", de noviembre de 1991. 
La labor de estas instituciones no es baldía, pues desde los 
años ochenta,. las Sentencias del Tribunal con sede en Luxem-
burgo, reiteran la protección de los derechos fundamentales no 
sólo en base a los principios propios del Derecho Comunitario, 
44. Vid. al respecto el interesante trabajo del prof. FERNÁNDEZ TOMÁS, 
"La adhesión de las Comunidades Europeas al Convenio Europeo para la 
Protección de los Derechos Humanos (CEDH): un intento de solución al pro-
blema de la protección de los derechos fundamentales en el ámbito comuni-
tario", en Revista de Instituciones Europeas, núm. 3, vol. 12, 1985, pp. 701 
Y ss. 
45. Incluso la Asamblea Parlamentaria del Consejo de Europa, en su cono-
cida reunión de 1981 y posteriores, manifestó su más favorable acogida a la 
iniciativa. 
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sino que también se inspiran y citan expresamente tanto el Con-
venio de Roma46, como la Carta Social Europea47. 
Estas Sentencias, unidas a una serie de documentos declara-
tivos, especialmente nacidos en el seno del órgano democrático 
por excelencia, el Parlamento Europeo, por necesidad conducen a 
la firma en Maastricht del denominado Tratado de la Unión 
Europea (en adelante T.U.E.). Para ello fue necesario que di-
versos países, entre los que se encontraba España, modificaran 
su propia Constitución48. Pero quiero hacer referencia al caso 
alemán. 
Como ya sabemos, su Tribunal Constitucional había sido uno 
de los más preclaros defensores de la necesidad de incorporar un 
catálogo de derechos fundamentales al sistema comunitario. Pues 
bien, en diciembre de 1992 se incorporó un nuevo artÍCulo a su 
Constitución, el 23, con el propósito de facilitar la ratificación del 
Tratado. Estipuló dos condiciones previas para la integración 
europea: la primera, de procedimiento, fue la exigencia .de una 
mayoría de dos tercios en ambos Parlamentos; la segunda hace 
referencia al contenido y las condiciones de la integración de Ale-
mania, exigiendo que se cumplan los siguientes seis principios 
básicos49: 
46. Así la sentencia de 18-6-91, declara que la libertad de expresión forma 
parte de los principios del Derecho comunitario. 
47. La más conocida es la Defrenne III, sobre discrÍminación por razón del 
sexo, por parte de la compañía aérea SABENA, en que se invoca la Carta de 
Turín para resolver. 
48. Afectó al art. 13, 2 que permitía hasta esos momentos sólo el sufragio 
activo en elecciones municipales a extranjeros, siempre atendiendo al principio 
de reciprocidad o a las leyes. La reforma consistió en permitir también el 
sufragio pasivo. Ello para adaptarse al art. G. C. que crea el nuevo 8B, 2 del T. 
U. E. Bajo la dirección del Prof. Peces-Barba y junto al prof. Rafael de Asís, 
tuve el honor de realizar un Dictamen para el Ministerio de Relaciones con las 
Cortes, en el que recomendamos la reforma de la Constitución española, 
previamente a la adhesión al Tratado. 
49. Tomados de HILF, Meinhard, "La Constitución Europea: principios 
básicos y derechos humanos", en Marcelino OREJA (dirección) y otros, La 
Constitución Europea, Madrid, Actas de El Escorial, 1994, p. 55. 
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1°._ La Unión debe ser democrática. 
2°._ Imperio de la Ley. 
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3°._ Los derechos fundamentales deben estar protegidos. 
4°._ La Unión debe construirse basada en un modelo federal. 
5°._ El principio de subsidiaridad debe aplicarse. 
6°._ La Unión debe satisfacer objetivos sociales. 
Con independencia de que son principios compartidos por los 
Estado miembros, el hecho de que el T.U.E. se oriente al cum-
plimiento de estos requisitos constitucionales alemanes nos sitúa 
sobre la pista de los profundos cambios que vive la Unión. Pero 
no todo debe ser optimismo. 
La historia reciente nos ha mostrado que no sólo la protección 
real de los derechos fundamentales suponía un escollo para 
avanzar hacia la Unión Política. Antes de analizar el T.D.E. debo 
recordar que entre febrero de 1992 y noviembre de 1993 (entrada 
en vigor), las ratificaciones supusieron todo un rosario de "desu-
niones": Gran Bretaña, Francia, Dinamarca ... Los ciudadanos de 
Europa que tan potenciados resultan del Tratado parece que 
tenían sus miras en otros problemas: el paro, la evolución econó-
mica, las crisis internacionales entre pueblos incapaces de con-
vivir, etc. En cualquier caso, pese a las dificultades hoy podemos 
contemplar el Tratado de Unión Europea como una realidad 
tangible. 
LA CIUDADANIA DE LA UNIÓN EN EL TRATADO DE UNIÓN 
EUROPEA 
Al hilo del conocimiento del Tratado es posible que se con-
cluya, con sorpresa, que no es un verdadero Tratado de Unión. 
Efectivamente, la Unión es un objetivo del Tratado, pero no una 
realidad jurídica. La Unión no tiene personalidad jurídica. Dicha 
personalidad jurídica la sigue ostentando la Comunidad Europea. 
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Todo ello unido al sistema de "pilares"50, a los continuos "pla-
zos" para abordar el progreso político o económico de inte-
gración, así como a los condicionamientos que se desprenden de 
los "Informes" de los Consejos Europeos y las Declaraciones, 
Protocolos y Anexos del Tratado, perfilan una situación poco 
clara, más bien caótica51 , a la que parece no haber puesto remedio 
Amsterdam, pues no es sólo un problema de sistemática y nume-
ración, sino de coherencia normativa. 
Pese a ello, precisamente uno de los aspectos más positivos del 
Tratado radicó precisamente en la novedosa introducción del 
concepto de Ciudadania de la Unión, creada en virtud del tercer 
objetivo de la Unión establecido en el arto B): "reforzar la pro-
tección de los derechos e intereses de los nacionales de sus Es-
tados miembros, mediante la creación de una ciudadanía de la 
Unión". Aquí el debate radica en si vamos a mantener por mucho 
tiempo un concepto de ciudadanía europea elitista y centrado 
50. El primer pilar lo supone la nueva Comunidad Europea que sustituye y 
unifica jurídicamente a las anteriores tres Comunidades: CEE, CECA y CEEA. 
El segundo pilar, ya fuera de la Comunidad, dentro de los mecanismos de 
Cooperación Intergubernamental, lo constituye la Política Exterior y de 
Seguridad Común y el tercero, las disposiciones sobre Cooperación también 
Intergubernamental en los ámbitos de la Justicia y de los asuntos de Interior. 
51. El propio Tratado es así considerado. En él no se distingue lo que es 
jurídicamente obligatorio de lo que es un simple compromiso futuro. No se 
sabe si algo es efectivo hoy, o si más bien se necesita algún tipo de adaptación 
o acto de voluntad posterior. Incluso es confuso algo que en pura hermenéutica 
debiera ser transparente, como es aquello que deroga de otros Tratados ante-
riores: por ejemplo, el sistema de Cooperación Política Europea es derogado en 
bloque, pasando a ser la Política Exterior y de Seguridad Común (P.E.S.C.). 
Pues bien, no deja subsistentes algunos artículos imprescindibles para la com-
prensión del Sistema que estaban recogidos en el Acta Única Europea y que la 
doctrina y los propios Estados siguen respetando y considerando válidos. Vid. 
al respecto CISNAL DE UGARTE, Salomé y otros, Tratado de la Unión Euro-
pea, Madrid, McGraw-Hill, 1993, prólogo de Rafael Illescas, pp. 8 Y 9. 
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exclusivamente en ciudadanos de los nacionales miembros, ex-
cluyendo a extranjeros residentes en esos mismo Estados52. 
Para ello, el arto G., C. incluye un nuevo arto 8 al Tratado por el 
que se crea jurídicamente la ciudadanía de la Unión, integrado en 
el primer "pilar" y por lo tanto en el ámbito jurídico. Solo serán 
ciudadanos de la Unión "los que ostenten la nacionalidad de un 
Estado miembro" (art. 8, 1) Y "serán titulares de los derechos y 
sujetos de los deberes previstos en el presente Tratado" (art. 8,2). 
Quiero destacar especialmente que el régimen jurídico de 
"ciudadano de la Unión" es la verdadera innovación del T.U.E. en 
materia de derechos fundamentales. Es decir, lo que se ha querido 
institucionalizar en materia de derechos fundamentales, se ha 
recogido dentro del estatuto jurídico del ciudadano europe053. 
Entre estos derechos incluyen los siguientes, que podemos 
considerar fundamentales: 
- Art. 8 A, 1: Derecho a circular y residir libremente. 
- Art. 8 B, 1 Y 2: Derecho a ser elector y elegible en las 
elecciones al Parlamento Europeo y municipales del Estado 
miembro en el que resida, en las mismas condiciones que los 
nacionales de dicho Estado. 
- Art. 8 D: Derecho de petición ante el Parlamento Europeo 
y de dirigirse al Defensor del Pueblo de la Unión54. 
Según el arto 8 D, cada tres años, será posible "completar" este 
escaso catálogo de derechos55. 
52. Vid. Luis JIMENA QUESADA, "La ciudadanía Europea y el derecho de 
sufragio", en GÓMEZ SÁNCHEZ, Yolanda (Coordinadora) Los derechos en 
Europa, ob. cit. pp. 273 Y ss. 
53. Por supuesto que el problema es más profundo, pues cabe decir que 
este nuevo estatuto jurídico pertenece exclusivamente a una suerte de nueva 
casta, la del "ciudadano europeo", concepto que, por definición, excluiría a los 
extranjeros. Y sin la nota de la generalización, es difícil que nos encontremos 
ante "verdaderos derechos fundamentales". 
54. El Defensor del Pueblo de la Unión tiene su precedente inmediato en la 
Resolución de junio de 1979 del Parlamento Europeo, sobre la figura del 
"Comisario Parlamentario". 
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Resulta particularmente significativo el incremento de sím-
bolos -lo que demuestra cierta carencia de voluntad real en dotar 
de verdadero significado político a la ciudadanía· europea-: 
Jimena Quesada ha señalado algunos de ellos, tales como la ban-
dera europea de las dote estrellas, el himno europeo, el pasaporte 
europeo o el permiso de conducir europeo, hasta la constitución 
de equipos de fútbol europeos ... 56. 
La creación de la ciudadanía europea supone constituir a la 
persona en centro indiscutible de todo el proceso de integración 
europea. La llamada "Europa de los ciudadanos" se debe cons-
truir partiendo, obviamente, de los ciudadanos y no de las Insti-
tuciones o los Estados. Para Liñán Nogueras significa "extraer el 
concepto de ciudadanía del ámbito vinculado a las realizaciones 
socio-económicas comunitarias y adentrarse en los terrenos de la 
creación de un "espacio público europeo", un espacio de legiti-
mación político-jurídica diferente que se predica del nacional de 
los Estados miembros como ciudadano de la Unión y no como 
destinatario de las normas de derecho comunitario. Aquí reside, a 
mi juicio, la naturaleza del cambio, y la razón de las dificultades 
aparecidas en su acoplamiento con los estatutos de ciudadanía 
estatales"57. 
Por último, debo señalar que el concepto de ciudadanía tiene 
una fuerte carga "federalizadora", en cuanto se integra dentro del 
primer pilar, del comunitario, por lo que está sometido a la pro-
tección y jurisdicción del Tribunal de Justicia comunitario y a 
otras importantes consecuencias jurídicas que impregnan "al esta-
55. El sistema comunitario establece un complicado procedimiento para 
llevarlo a cabo, que exige la intervención del Consejo (que lo aprobará por una-
nimidad), del Parlamento, de la Comisión y del Comité Económico y Social. 
Además todos los derechos y otros previstos, como el de protección diplomá-
tica por cualquier Estado miembro, requierén actos comunitarios expresos para 
su entrada en vigor. 
56. En La Europa social y democrática ... , ob. cit. p.161. 
57. LIÑAN NOGUERAS, Diego, "De la ciudadanía europea a la ciudadanía 
de la Unión", Gaceta Jurídica de la c.E.E., septiembre, D-17, 1992, pp. 72-73. 
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tuto de ciudadanía de los caracteres fundamentales del elemento 
"constitucional" comunitario: primacía, efecto directo, irreversi-
bilidad de la atribución competencial, sujeción a los sistemas de 
revisión de los Tratados, y efectos derivados de su jerarquización 
pormativa comunitaria"58. Si bien, creo que no goza de efecto 
directo, en cuanto necesitan normas de aplicación posteriores, 
pensemos en el arto 8 B, por ejemplo. 
Pero, ¿qué otras modificaciones podemos observar en materia 
de derechos fundamentales?, pues básicamente ninguna más en 
cuanto al pilar comunitario, lo que evidencia la certera aprecia-
ción de Jimena Quesada cuando señala que una verdadera ciuda-
danía europea exige una mayor democratización de las institu-
ciones comunitarias, por lo que en este estadio del desarrollo 
comunitario, "parece casi inevitable traer a la memoria el ya 
tópico déficit democrático que afecta a las instituciones europeas. 
Ello, lógicamente no es sino nocivo para la consecución de una 
verdadera ciudadanía europea"59. 
Los anteriores derechos y libertades, de naturaleza socio-
económica quedan intangibles, tanto en los Tratados constitu-
tivos, como en el derecho derivado. Siempre atendiendo al carác-
ter progresivo que se deriva de la interpretación jurisprudencial60. 
Únicamente, el arto F. 2. Señala: "La Unión respetará los derechos 
fundamentales tal y como se garantizan en el Convenio Europeo 
58. Ibidem, pp. 74-75. 
59. En La ciudadanía europea y el derecho de sufragio, op. cit. p. 275. 
60. Las Sentencias más recientes ya no son tan polémicas pues el sistema 
está consolidado. Solo quiero destacar que la nueva orientación jurisprudencial 
es sumamente novedosa en la interpretación del art. 6 (antiguo 7) sobre no 
discriminación y el principio de igualdad. Vid. Sentencia del Tribunal de Jus-
ticia (S.T.J.) de las Comunidades Europeas de 19 de noviembre de 1992 
(asunto C- 226/91, sobre igualdad de trato en materia de seguridad social); 
S.T.J. de 28 de septiembre de 1994 (asunto C- 200/91, sobre igualdad de 
retribución entre trabajadores y trabajadoras); S.T.J. de 14 de julio de 1994 
(asunto C- 32/93, sobre igualdad de trato en sustituciones por permiso de 
maternidad), etc. 
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para la protección de los Derechos Humanos y de las Libertades 
Fundamentales, firmado en Roma el 4 de noviembre de 1950, y 
tal y como resultan de las tradiciones constitucionales comunes a 
los Estados miembros como principios generales del Derecho 
Comunitario", luego, como vemos, no añade nada nuevo a lo que 
ya está reconocido por el Tribunal de Justicia y otras Declara-
ciones de las Instituciones. Quizás pueda objetarse a mi argumen-
tación que la institucionalización ya supone un avance, pero a ello 
ha de contestarse con cierto pesar: su incardinación en el Título I 
del Tratado implica que expresamente está excluido del control 
del Tribunal de Justicia (art. L). 
Sin embargo, respecto del segundo pilar, de la Política 
Exterior y de Seguridad Común (P.E.S.e.) los cambios son más 
notables y profundos, requiriendo una atención pormenorizada. 
LOS DERECHOS FUNDAMENTALES EN LA P.E.S.e. 
El Título V establece la Política Exterior y de Seguridad 
Común. Está sometida, exclusivamente, a supervisión por parte 
del Consejo. No por parte del Tribunal, como ya hemos señalado. 
El arto J.l, 2. determina sus objetivos, cuyo último párrafo afecta 
especialmente a nuestro estudio: "El desarrollo y la consolidación 
de la democracia y del Estado de Derecho, así como el respeto de 
los derechos humanos y de las libertades fundamentales". Lo cual 
deberá realizarse de la siguiente manera: "Los Estados miembros 
apoyarán activamente y sin reservas la política exterior y de se-
guridad de la Unión, con espíritu de lealtad y solidaridad mutua. 
Los Estados miembros se abstendrán de toda acción contraria a 
los intereses de la Unión o que pueda perjudicar a su eficacia 
como fuerza cohesionada en las relaciones internacionales" (art. 
J. 1,4). Del artículo J.2 al J.11 se deriva un complicado sistema 
de actuaciones a distintos niveles, desde el Consejo Europeo a la 
Embajadas. Establece bajo qué condiciones unas actuaciones 
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serán vinculantes o no, así como las circunstancias en que puede 
un Estado miembro apartarse de ellas61 . Igualmente, regula la 
concertación de la política de defensa, relaciones con la U.E.O. y 
O.T.A.N. 
Pero a nuestros efectos debemos destacar algunos problemas 
importantes, especialmente vinculados con la política de ayudas 
al exterior. La Unión Europea, en definitiva, asume, como polí-
tica general aplicable, la exigencia de la denominada "Cláusula 
democrática"62. Dicha cláusula determinará normativamente las 
políticas de ayuda al desarrollo. Esto no es más que la institu-
cionalización de una práctica ya consolidada y que algunos países 
aplican también en sus relaciones bilaterales63. 
PROYECTO DE CONSTITUCIÓN DE LA UNIÓN EUROPEA 
Como vemos, tras la firma del T.U.E. el problema de la falta 
de un catálogo de derechos fundamentales sigue sobre el tapete. 
Sólo ha sido "parcheado" con la institucionalización del estatuto 
de ciudadano europeo. La insatisfacción que genera el saber que 
de nuevo el avance dependerá de la jurisprudencia del Tribunal, 
es uno de los factores que más ha influido en que en el seno del 
Parlamento Europeo, y desde su Comisión Institucional, los "fe-
deralistas" aprobaran unos Proyectos de Constitución de la Unión 
61. Siempre con autorización del Consejo, que deberá deliberar sobre ello, 
y en la medida en que no ponga en peligro la acción comunitaria. 
62. Vid. al respecto CISNAL DE UGARTE, Salomé y otros, Tratado de la 
Unión Europea, ob. cit. pp. 93 Y ss. 
63. Vid. al respecto el interesante libro de C. R. FERNÁNDEZ LIESA, Las 
bases de la política exterior europea, Madrid, Tecnos, 1994, donde destaca el 
importantísimo papel jugado por el Parlamento Europeo en esta materia, al que 
califica como "Foro internacional de Denuncia de la Violación de los Derecho 
Humanos", p . 101. 
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Europea64, que sí establece una extensa lista de derechos bajo la 
supervisión del Tribunal de Justicia65. Pero estos proyectos (de-
nominados "ir más allá de Maastricht"66) ya no son los propios de 
una Comunidad de Estados, sino de un' posible y futuro nuevo 
"Estado": la Unión Europea. 
El proyecto de Constitución Europea (Declaración de Laeken) 
presidida por Giscard D'Estaing inicia una nueva era para Euro-
pa, pues se pretende ni más ni menos que la elaboración de una 
Carta Magna para Europa para el 2003, donde los derechos 
fundamentales deben brillar con luz propia, en el sentido man-
tenido en este trabajo, sublimando la actual mera "proclamación" 
de la Carta de los derechos fundamentales. 
Antes de terminar, debo realizar una reflexión compartida, lo 
importante en el ámbito comunitario no es tanto que el catálogo 
de derechos sea muy amplio, lo es más que los principios lo sean 
muy fuertes. Si los valores y principios están arraigados y tienen 
verdaderamente capacidad para transformar el Derecho, ese Dere-
cho avanzará por la democracia. Así realmente la Unión podrá 
impedir que en su seno florezcan actitudes racistas o xenófobas, 
discriminatorias o insolidarias y así, igualmente, podrá influir y 
64. El documento de trabajo adoptado fue el del Presidente de la Comi-
sión, el español Sr. Oreja. Vid. el documento, así como otros trabajos sobre 
este proyecto en OREJA, Marcelino (dirección) y otros, La Constitución Euro-
pea, ob. cito 
65. En su Título VIII, se recogen los "derechos humanos garantizados por 
la Unión", y son lo siguientes: 1. derecho a la vida; 2. Dignidad; 3. Igualdad 
ante la ley; 4. Libertad de pensamiento; 5. Libertad de opinión y de infor-
mación; 6. Vida privada; 7. Protección de la familia; 8. Libertad de reunión; 9. 
Libertad de asociación; 10. Derecho a la propiedad; 1l. Libertad profesional y 
condiciones de trabajo; 12. Derechos sociales colectivos; 13. Protección social; 
14. Derecho a la educación; 15. Derecho de acceso a la información; 16. 
Partidos políticos; 17. Acceso a la justicia; 18. Principio de "non bis in idem"; 
19. Irretroactividad; 20. Derecho de petición; 2l. Derecho al respeto del medio 
ambiente. Tomados de ib. idem. pp. 362 Y ss. 
66. Es la línea política de la "Eurocámara". 
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ayudar a países terceros, en sus relaciones internacionales y polí-
ticas de cooperación internacional y al desarrollo67. 
67. En este sentido debe comprenderse el papel del Banco Europeo de 
Reconstrucción y Desarrollo (1991). Así J. M. Rosales entiende que obedece a 
una estrategia niveladora en las relaciones interestatales de cooperación. Vid. 
"Europa y la esperanza del orden: la democracia más allá de las coordenadas 
de la Unión Europea", Anuario de Filosofía del Derecho, núm. X, 1993, 
pp. 146 Y ss. 
